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I.- INTRODUCCIÓN 

Sin duda alguna la agenda política latinoamericana hoy esta cruzada transversalmente por un nuevo fenómeno; la corrupción, que afecta además una serie de temas como el de la gobernabilidad democrática de sus naciones, el desarrollo, la credibilidad de la clase política y los descontentos de los grupos sociales entre otros.

 La percepción en unas y otras regiones es diferenciada, no obstante en América Latina  se percibe como un grave obstáculo para el desarrollo y como una inadmisible causa de riqueza para los políticos o funcionarios del estado.

La percepción de que la corrupción no es solo un tema de discusión ético, trasciende en nuestra América Latina,  en tanto existe cada vez mayor conciencia que los bienes públicos objetos de corrupción provienen de las aportaciones de la colectividad recaudados a través de sistemas tributarios seriamente cuestionados.

Pero si además de a este nivel de conciencia se le agrega que el sistema de tributación no se revierte en bienes y servicios para los contribuyentes, entonces, el fenómeno de la corrupción lógica y evidentemente se asocia a que la falta de satisfacción de las necesidades mas elementales de la población esta afectada directamente por quienes cometen actos de corrupción.

Serio problema constituye en nuestras sociedades, que el fenómeno de la corrupción se esta adoptando como un patrón cultural de conducta socialmente aceptable, especialmente de algunas conductas ( coimas, regalías) tendientes a agilizar un tramite administrativo y / o judicial, nos encontramos ante practicas legitimadoras y conformistas del fenómeno, bajo el axioma de que la corrupción es parte de la historia misma de la humanidad y todos lo hacen en menor y mayor grado.

Pero, fuera de esta tendencia cultural negativa, lo cierto es que el fenómeno ha invadido varias esferas de la vida general, cada vez se advierte un perfeccionamiento de técnicas ilícitas para la realización de actos de corrupción,  ante ello, se requiere cada vez más de un sistema que permita, facilite, promocione la denuncia de estos actos. Esto será posible en tanto y cuanto el denunciante tenga algunas seguridades:

· Existencia de un sistema serio, fuerte que permita hacer denuncias.

· Sistema que de garantía al denunciante de que su denuncia en principio va a ser considerada, tramitada, investigada.

· Garantía de que su decisión de denunciar un acto de corrupción no traerá consecuencias negativas, para el, su familia, y su comunidad en general.

· Sistema que constituya en verdadero disuasivo para los funcionarios en tanto sentara precedentes para sancionar a funcionarios que cometen actos de corrupción.

II.- ANÁLISIS DEL TRATAMIENTO A LA PROTECCIÓN DE DENUNCIANTES DE ACTOS DE CORRUPCIÓN EN EL MARCO JURÍDICO NACIONAL

I.-

En general, podemos decir que el ordenamiento legal de Nicaragua no contempla programas, ni mucho menos un sistema integral de protección a denunciantes de actos o conductas constitutivas de corrupción en la Administración Pública. Tal como lo veremos más adelante, las normas relativas a la corrupción vigentes en nuestro derecho no dan un tratamiento especial a la figura del denunciante, y a lo sumo, establecen obligaciones a cargo de funcionarios públicos, empleados o particulares, según el caso, de informar acerca de irregularidades de que tengan conocimiento, o de comparecer en calidad de testigos en el curso de las averiguaciones que suscite la comisión de supuestos actos de corrupción; otras disposiciones llegan hasta fijar estímulos materiales para los denunciantes de tales actos, pero en ningún caso toman en cuenta la situación en que quedan los empleados o particulares con posterioridad a la denuncia o a la declaración testifical, su situación laboral, su seguridad e integridad física y moral y la de sus familiares, etc.

Esta situación tiene su origen en la forma poco enfática y un tanto dispersa en que tradicionalmente nuestra legislación ha abordado el fenómeno de la corrupción, lo que a su vez es un reflejo de que el manejo propagandístico, periodístico o político que se le ha dado al tema en nuestro país, no ha tenido su correspondiente expresión legal en un justo y adecuado tratamiento normativo del mismo. Así, podemos observar que no fue sino hasta hace pocos meses, con la ratificación por parte de Nicaragua de la Convención Interamericana contra la Corrupción, que nuestro derecho ha incorporado conceptos y generalizaciones sobre los actos de corrupción, lo que puede permitir el reconocimiento de éstos en la multiplicidad de formas con que se manifiesten; sin embargo, aún no se han concretado medidas para adaptar las leyes vigentes a las exigencias de la Convención que tienden a reprimir las nuevas modalidades de corrupción, como el enriquecimiento ilícito, y que incluyen, por ejemplo, el establecimiento de nuevos tipos penales que correspondan a dichas modalidades; el Proyecto de Reforma al Código Penal apunta en esa dirección, pero aún no ha sido aprobado.

II.-

En relación a la corrupción, y el tratamiento que se le da a los denunciantes de estos actos en el derecho positivo nicaragüense básicamente podemos encontrar dos tipos de disposiciones: las que podemos calificar de preventivas, que establecen normas éticas para los funcionarios públicos, tratan de prevenir conflictos de intereses en el ejercicio de la función pública, crean y organizan el Sistema de Control de la Administración Publica y su máximo Organo, etc.; y aquellas que actúan una vez que se está en presencia de conductas que la misma ley señala como irregulares y que configuran actos de corrupción, dentro de las que están las que fijan responsabilidades de los funcionarios, imponen sanciones y establecen tipos penales y penas. 

A continuación se observa el contenido de las principales normas relativas a la corrupción en el derecho positivo nicaragüense y como estas guardan silencio sobre el tratamiento a los denunciantes:

1) Constitución Política de Nicaragua:

· Arto. 112 : Establece que habrá una Ley de Presupuesto General de la república que fijará el límite de gastos públicos y reflejará las fuentes y destinos de todos los ingresos y egresos.

· Arto. 130 :  En su párrafo segundo establece la obligación de los Funcionarios del Estado de rendir cuenta de sus bienes antes de asumir el cargo y después de entregarlo, de acuerdo a lo regulado en la Ley de Integridad Moral de Funcionarios y Empleados Públicos.

En su párrafo tercero prohibe obtener concesiones del Estado, o actuar Como apoderado o gestor de cualquier empresa que contrate con el  Estado, a los Funcionarios Públicos, ministros, viceministros,        Presidentes o directores de entes autónomos y gubernamentales y       Embajadores de Nicaragua en el exterior.

· Arto. 154  : Establece que el Organismo rector del sistema de control de la Administración Pública y Fiscalización  de los bienes y recursos del Estado, es la Contraloría General de la República, la cual estará dirigida por un Consejo Superior.

· Arto. 155 : Establece que son funciones de la Contraloría General de la República crear un sistema de control que preventivamente asegure el buen uso de los fondos públicos, el control sucesivo sobre el Presupuesto y el control, examen y evaluación de la gestión administrativa y financiera de entes públicos, los subvencionados por el Estado y las empresas públicas o privadas con participación de capital público.

2) Decreto número 39, Ley de Integridad Moral de Funcionarios y Empleados Públicos, del 9 de Agosto de 1979, publicado en Gaceta número 6 del 3 de Septiembre del mismo año; y su reforma  en Decreto número 311 del 15 de Febrero de 1980, publicado en Gaceta número 43 del mismo mes y año.

· En sus artículos 3, 4 y 9 establece la obligación de los funcionarios públicos de deslindar su patrimonio y beneficio personal, del cargo o posición pública en que se encuentre sirviendo, a través de la declaración de sus bienes, los de su cónyuge  y los de sus hijos que se encuentren bajo su patria potestad, así como las obligaciones que tenga pendiente de cumplir al momento que haga la declaración, que será después de asumir el cargo y después de entregarlo. El responsable de cada  institución del Estado deberá enviar a la Contraloría General de la República el listado de los funcionarios que deben presentar la declaración.

·  En el artículo 11 establece como sanción por declaración fraudulenta de patrimonio, la destitución inmediata del funcionario responsable.

3) Decreto número 86, Ley Creadora de la Contraloría General de la República, del 20 de Septiembre de 1979, publicada en Gaceta número 16 del 22 del mismo mes y año.

En su artículo 3 in fine dispone que la CGR será la competente para aplicar la Ley de Integridad Moral de Funcionarios y Empleados Públicos.

4) Decreto número 325,Ley Orgánica  de la Contraloría General de la República, del Sistema de Control de la Administración Pública y del Area Propiedad del Pueblo, del 22 de Diciembre de 1980, publicado en La Gaceta número 16 del 22 de Enero de 1981; y su reforma contenida en decreto número 417, publicado en La Gaceta número  248 del 29 de Diciembre de 1988.
· En la Exposición de Motivos elaborado para la presentación del Proyecto de esta ley se expresa que ésta tiene por objeto “convertir en realidad una de las aspiraciones más justas e importantes del pueblo nicaragüense..., que consiste en erradicar la corrupción en la administración de los recursos del Estado...”

· En su artículo 3, se establecen los Objetivos del Organo de control, dentro de los que están fijar funciones específicas de los organismos y entidades sujetos a esa ley, en materia de control; garantizar a los servidores estatales un medio ambiente que fortalezca su moralidad e integridad; fijar deberes y obligaciones individuales de órganos y servidores del Estado en materia de control; salvaguardar los recursos públicos; establecer controles internos y complementar la actividad de los órganos contralores externos.

· En su artículo 8 se dispone que es competencia de la CGR el ejercicio privativo del control externo de los recursos públicos, dentro de su ámbito de competencia.

· En el artículo 10 se estipulan las funciones y facultades de la CGR. Además de las relativas al control, están las de establecer responsabilidades administrativas, civiles y presunciones de responsabilidad penal; y la de vigilar el cumplimiento de la Ley de Integridad Moral de funcionarios y Empleados Públicos.

· En los artículos 38 al 41 (Titulo III De las Formas de Control) se regula lo relativo al Control Interno de las entidades sujetas al ámbito de competencia de la CGR.

· En los artículos 43 al 52 y 53 al 62 se norma lo relativo a la realización de la Auditoría Gubernamental y Auditoría Interna, respectivamente, a través de las cuales es posible detectar situaciones que pueden generar responsabilidades administrativas y civiles y presunciones de responsabilidad penal, en cuyo caso se establece la obligación de los funcionarios encargados de la Auditoría, de informar la existencia de tales situaciones.

· En los artículos 76 al 80 se establecen y norman las Auditorías por la Contraloría General. Es necesario señalar que en el arto. 80 se dispone que en curso de estas auditorías, los funcionarios encargados “están facultados para hacer comparecer testigos y exigir declaraciones juradas. La persona que rehuse comparecer como testigo o rendir declaración o exhibir documentos, cuando así lo exija un funcionario autorizado conforme a esta Ley, será compelido con apremio corporal...”

Nótese como nuestra legislación en todos sus niveles desprecia o no considera la denuncia como un instrumento para el conocimiento de actos ilícitos que constituyen corrupción y se limita a estatuir como una obligación la de colaborar y prestar información sin importar la situación de seguridad en todos los niveles del denunciante.

· Los artículos 136, 137 y 138 regulan lo relativo al establecimiento de responsabilidades administrativas y civiles y presunciones de responsabilidad penal .La responsabilidad administrativa  se deriva de la inobservancia, por parte de las Entidades y Organismos del sector público y sus servidores, de las disposiciones legales relativas a determinado asunto y sobre el incumplimiento de sus funciones administrativas.

La responsabilidad civil se produce cuando por la acción u omisión de los servidores respectivos se provoca un perjuicio económico a una entidad u organismo del Estado.

La presunción de responsabilidad penal se determina cuando en virtud de las funciones regulares o exámenes especiales, se establezcan hechos delictivos  que perjudiquen o pongan en peligro los intereses económicos de los entes u organismos sujetos a control, o que en general atenten contra la probidad en el manejo de los mismos, aunque sólo fueren en perjuicio de particulares.

· En el artículo 164, párrafo segundo, se impone que el personal de la entidad u organismo sujeto al control está obligado a comparecer como testigos, declarar bajo promesa de ley, exhibir documentos, y en general realizar actos o diligencias tendientes  a proporcionar elementos de juicio a los auditores gubernamentales

· El artículo 171 establece las sanciones administrativas, que se imponen  en los casos de responsabilidad administrativa.

5) Ley número 42, Ley sobre Defraudación y Contrabando Aduaneros, publicada en La Gaceta número 156 del 18 de Agosto de 1988; y su reforma contenida en Ley número 257, Ley de Justicia Tributaria y Comercial, publicada en La Gaceta número  106 del 6 de Junio de 1997.

-El artículo 6, fracción cuarta estipula que cuando los encubridores de los delitos a que se refiere esta ley sean funcionarios o cualquier servidor público, se le aplicará la pena correspondiente a los autores.

La norma no puede ser más inquisitoria, resultante del sistema punitivo adoptado hasta ahora por el Estado.  

-El artículo 14, párrafo primero impone sanción a los funcionarios aduaneros y cualquier servidor público que como tales tuviesen conocimiento de delitos o faltas a que se refiere la ley, y no los denunciaren, la cual será igual a la de los autores.

-En el párrafo segundo del mismo artículo se estimula a los denunciantes de los delitos de defraudación o contrabando aduanero, al estipularse que éstos tendrán derecho a una gratificación, siempre y cuando  si en virtud de los datos suministrados por el denunciante se incautan mercancías realizables.

· El artículo 15 dispone que si la defraudación o contrabando aduanero  

 Fuere cometido por funcionario aduanero, o miembros de las Fuerzas Armadas, o con su participación, la pena para ellos será el doble de la establecida.

6) Código Penal de Nicaragua.
En su Título VIII establece los DELITOS PECULIARES DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS PÚBLICO; de éstos es importante mencionar los que se derivan de conductas que configuran actos de corrupción, a fin de enumerar la gama de situaciones calificadas y tratadas por nuestra legislación penal:

-Usurpación de Atribuciones y Abuso de autoridad: Artos. 366 a 370.

-Prevaricato: Artos 371 a 375.

-Desobediencia y resistencia de los empleados y abandono de los destinos públicos:   Artos. 377 y 378.

-Malversación de caudales públicos: Artos. 405, 406, 409, 410, 412, 414.

-Fraude y Exacciones ilegales: Artos. 415 a 418.

-Cohecho: Artos. 421 a 427.

-Negocios incompatibles con el destino: Artos. 428 y 429.

-Peculado y concusión: Artos. 435 y 437 a 440.

7) PROYECTO DE CODIGO PENAL DE NICARAGUA 

El Proyecto del nuevo Código Penal que en la actualidad se encuentra en discusión en el parlamento contempla dentro del Libro Segundo; Titulo XX Delitos contra la Administración de Justicia; Capitulo VI Obstrucción a la Justicia y la deslealtad profesional, contempla lo que podría ser un avance en materia de protección a los denunciantes, testigos y otros sujetos que participan en el proceso.  Al detalle lo que dispone este articulado: 

Artículo 440. Influencia indebida en sujeto procesal. 

1. El que con violencia o intimidación intente influir o influya directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o imputado, abogado, procurador, perito, intérprete o testigo en un proceso para que altere su declaración, testimonio, dictamen, interpretación, traducción, defensa o gestión en un proceso judicial será penado con pena de prisión de uno a cuatro años y multa de cincuenta a doscientos días. 

Igual pena se impondrá a quien realice cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad sexual o bienes, como represalia contra las personas citadas en el párrafo anterior, por su actuación en proceso judicial.

Si bien no estatuye un mecanismo de protección propiamente dicho se instaura  un disuasivo al calificar como delito esta conducta.

EXISTEN EN LA  LEGISLACION NACIONAL UN SISTEMA O PROGRAMA DE PROTECCIÓN A DENUNCIANTES....?

Para responder de manera directa a los ítems contenidos en los términos de referencia sobre este aspecto podemos afirmar una vez analizada la legislación que no existen en nuestra legislación criterios para determinar el alcance o cobertura de las personas que pueden ser objeto de protección por encontrarse vinculadas al denunciante por ningún tipo de parentesco. 

Esto es así por que al no existir programas, ni políticas ni criterios, tampoco existe alguna dirección que controle y maneje alguna instancia parecida. 

Es obvio que la afirmación misma de no existir programas engloba respuestas a otras situaciones requeridas en los términos de referencia  como las que no existen procedimientos, para la solicitud de protección ni los términos para el tramite, estudio, evaluación y decisión. 

Tampoco se encuentran definidas normas relativas al debido proceso de los funcionarios o personas que denuncian actos de corrupción a no ser las expuestas en el proyecto de nuevo código penal que íntegramente fueran transcritas en este informe, y se refieren unicamente a una conducta que vicia y obstaculiza la administración de justicia.

En relación a que si EXISTEN EN LA  LEGISLACION NACIONAL ACCESO DE LOS DENUNCIANTES DE ACTOS DE CORRUPCION A PROTECCION FISICA, ASISTENCIA SOCIAL, CAMBIO DE IDENTIDAD Y DE DOMICILIO ETC......?

Al no existir dicho sistema o programa no se contienen en la legislación tales beneficios, el único beneficio considerado en nuestra legislación es la gratificación por información tendiente a descubrir contrabando aduanero ya analizado anteriormente.

En relación a que si se ESTABLECE EN LA  LEGISLACION NACIONAL POTESTADES PARA QUE UN FUNCIONARIO PUEDA ADOPTAR MEDIDAS EN ORDEN A MATERIALIZAR MEDIDAS DE PROTECCIÓN A DENUNCIANTES....?

No existen programas, sistemas ni mucho menos funcionarios.

Considero que los requerimientos de información en este ITEMS constituyen todas  propuestas novedosas para que el estado de Nicaragua adopte y adecue su legislación en los términos que pacto en la Convención Interamericana contra la Corrupción, al ser ratificada, por ello considero innecesario seguir respondiendo de manera negativa las preguntas que constituyen esta parte. 

III.- Necesidad de un sistema de protección a denunciantes 

En los últimos cinco años, las encuestas sociopoliticas, económicas y de opinión pública  realizadas en Nicaragua evidencian en la población un sentimiento muy negativo respecto al manejo de la cosa pública por el Estado. Ninguna de las instituciones del Estado goza de la confianza de la población respecto al manejo de los fondos asignados por el presupuesto de la república e inclusive de los fondos o recursos provenientes del exterior, es ya población popular " se están robando las donaciones del exterior" pero en Nicaragua no solo existe percepción de que los recursos se malversan, sino que además el tratamiento a las denuncias sobre actos de corrupción se polítiza o el peor de los casos constituye realmente una venganza política del adversario.

Veamos la gravedad de estos extremos cuando existe una denuncia contra un funcionario de quien se alega a cometido un acto de corrupción y esta es realizada por un ciudadano notable, entonces la denuncia pierde (a criterio del denunciado) pureza por que la hizo con fines políticos o para adquirir protagonismo en los medios de comunicación social. Vr y Gr. Recientemente la denuncia pública hecha por el presidente del Consejo Superior de la Empresa Privada señor Roberto Teran en contra del hasta hace muy poco tiempo Director de la Dirección General de Ingresos termino en el juzgado en razón de que el exfuncionario interpuso querella de Injurias y Calumnias.

El otro caso se plantea cuando una persona ( personaje político ) conoce de un acto de corrupción cometido por su adversario político y que espera el momento  "adecuado" para descalificar a su oponente.

En muy pocos casos los actos de corrupción denunciados por ciudadanos han prosperado con buen suceso. Por ello la necesidad de implementar un Sistema o Programa de Protección a Denunciantes de Corrupción. Este tiene su fundamento racional en  la definición misma de la corrupción, que se enuncia como un fenómeno resultante la concentración del poder, más discrecionalidad en la toma de decisiones, menos transparencia en el manejo de la cosa pública. O sea, que la corrupción, independiente de quien sea su sujeto activo o su sujeto pasivo, siempre está vinculada a un funcionario que detenta una cuota determinada de poder, de lo que resulta que el potencial denunciante de actos irregulares está en una situación de desventaja en  relación  al corruptor o corrupto. 

Desde el punto de vista de nuestro ordenamiento legal tiene su fundamento, por un lado en el artículo 52 Cn., el cual estatuye que los ciudadanos tienen a hacer peticiones, denunciar anomalías, y hacer críticas constructivas en forma individual o colectiva, a los Poderes del Estado o cualquier autoridad; por otro lado, en el Artículo III, numeral 8 de la Convención Interamericana contra la Corrupción, el cual establece que los Estados Partes deberán considerar la creación, mantenimiento y fortalecimiento de dichos sistemas, que será extensivo a funcionarios públicos y ciudadanos particulares que sean denunciantes y que incluirá la protección de identidad, todo de conformidad con su Constitución y su ordenamiento legal interno. 

III.- COMENTARIOS SOBRE LOS PRESUPUESTOS DE APLICABILIDAD DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN EN NICARAGUA EN NICARAGUA.  

La aplicabilidad de un sistema de protección para denunciantes en nuestro país requiere de una serie de presupuestos que comienzan por la expresión de voluntad soberana del estado y que el términos generales ya fue expresada al ratificar la Convención Interamericana contra la Corrupción y es:

1.- Voluntad Política 

2.- Potenciar la Oportunidad de reforma legislativa iniciada en nuestro país. 

3.- Optimización de los Recursos Económicos y su inclusión en el presupuesto general de la República.  
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